

SENTENCIA NÚMERO: CIENTO VEINTIDÓS
En la ciudad de Córdoba, a los dos días del mes de julio de dos mil quince, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña, bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "AGUAS CORDOBESAS S.A. C/ ENTE REGULADOR DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS (ERSEP) - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Nº 1446240), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:
PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de casación?
SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?
Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesin, Carlos Francisco García Allocco y Sebastián López Peña.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
1.- La parte actora interpuso recurso de casación a fojas 290/296, en contra del Auto Número Ciento nueve, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el diecisiete de abril de dos mil trece (fs. 281/288vta.), mediante el cual se resolvió: "1- Hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal deducida por la demandada, con costas. …”.
2.- En aquella Sede el procedimiento se cumplió con la intervención de la parte demandada, quien a fojas 298/301 evacuó el traslado corrido a fojas 297, y solicitó se rechace el recurso de casación, con costas.

3.- El recurso fue concedido por la Cámara a quo mediante Auto Número Doscientos noventa y dos (fs. 303/305), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 309) y se da intervención al Señor Fiscal General de la Provincia (fs. 310), evacuando la vista la Señora Fiscal Adjunto a fojas 311/314, expidiéndose en sentido adverso a la procedencia de la impugnación intentada (Dictamen CA N° 1084 de fecha 28 de octubre de 2013).
La censura admite el siguiente compendio:
4.1.- Con fundamento en el motivo formal de casación (art. 45, inc. b) de la Ley 7182) la recurrente denuncia quebrantamiento de las formas sustanciales establecidas para la sentencia.
Sostiene que se violó la obligación de fundamentar debidamente el pronunciamiento dictado, lo cual trae aparejado su nulidad.
Afirma que no se respetó el principio lógico de razón suficiente, tornando arbitraria la sentencia que aceptó como verdaderas ciertas conclusiones sin explicar las razones relevantes para la decisión tomada.
Niega que el administrado no pueda volver sobre sus propios actos y cuestiona el razonamiento sentencial según el cual, una vez ejercida la opción de la prolongación del ejercicio de la función administrativa, corresponde -por ser un principio de procedimiento reconocido- transitarla hasta el final.
Entiende que ello constituye una fundamentación aparente que no condice con la realidad del proceso, porque en el procedimiento administrativo es válido elegir una vía y luego desistirla. Cita doctrina.

Rechaza el argumento referido a que la prolongación de la función administrativa debe concluirse necesariamente con la queja en función de lo establecido por el artículo 86 de la Ley 6658, ya que aquélla, no sólo no es un recurso sino que es un remedio facultativo, conforme surge del texto “… el interesado podrá comparecer por escrito ante el Poder Ejecutivo…”. Cita doctrina al respecto.
Considera que la queja no persigue la finalidad impugnativa que caracteriza a los recursos y agrega que nada obsta su libre disponibilidad y su falta de uso no trae aparejada sanción alguna.
Añade que el desistimiento del recurso de alzada se produjo cuando aún no había sido concedido por el ERSeP.
4.2.- Con apoyo en el motivo sustancial de casación (art. 45 inc. a) de la Ley 7182) la recurrente invoca que se ha realizado una errónea aplicación de la ley.

Destaca que la afirmación de que la queja es necesaria a los fines de agotar la vía administrativa, constituye una errónea aplicación de la ley.
Expone que se propició una interpretación de las normas que regulan el sistema recursivo administrativo contraria, no sólo a la interpretación literal de los artículos 77 y 86 de la Ley 6658 y 6 de la Ley 7182, sino también a otras normas del ordenamiento legal que lo complementan o integran (arts. 33, Ley 8835 y 178, Const. Pcial.).
Resalta que las personas jurídicas públicas quedan sometidas al control judicial sin otro requisito que el agotamiento de la vía administrativa, en cuanto se impone la necesidad de preparar la demanda mediante los recursos necesarios para obtener de la autoridad competente de última instancia la resolución que causa estado.
Asevera que en el presente caso se agotó la vía, independientemente de la interposición facultativa del recurso de alzada luego desistido.
Destaca que la resolución recurrida le impide proseguir el juicio iniciado dentro de los plazos previstos y señala que no podrá iniciar uno nuevo por quedar firme la resolución que le impone la multa.
Afirma que convalidar la postura del ERSeP, implica admitir que el Ente incumplidor espere el paso del tiempo y, entorpezca así, el acceso a la jurisdicción. Niega que ello pueda ser permitido y sostiene que obligarla a continuar con la alzada hasta concluirla con la presentación de la queja cuando ninguna norma expresamente lo prevé, resulta absolutamente improcedente y constituye una exigencia desmedida y violatoria del derecho de defensa. Cita jurisprudencia.
Finalmente introduce el caso federal y hace reserva del recurso extraordinario.

5.- A fojas 315 se dictó el decreto de autos, el que firme (fs. 316 y 319), dejó la causa en estado de ser resuelta.
6.- La instancia extraordinaria local ha sido interpuesta en tiempo propio, contra un acto que pone fin a la acción y por quien se encuentra procesalmente legitimado a tal efecto (arts. 45 y 46, Ley 7182).
Por ello, corresponde analizar si la vía impugnativa intentada satisface las demás exigencias legales atinentes a su procedencia formal y sustancial.
7.- Mediante el pronunciamiento recaído en la causa, el Tribunal de Mérito hizo lugar a la excepción de incompetencia deducida por la demandada y, consecuentemente, al estimar que la acción intentada era prematura, no habilitó la instancia contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada.

Contra dicho pronunciamiento alza su embate recursivo la actora.
8.- En primer término, es dable señalar que el recurso de casación configura un medio extraordinario de impugnación de la sentencia por los motivos de derecho específicamente previstos en el ordenamiento procesal (art. 45 del C.P.C.A.), cuya fundamentación debe ser autónoma (art. 385, inc. 1° del C.P.C. y C., aplicable por remisión expresa del art. 13 de la Ley 7182).

A fin de cumplir dicho recaudo, la recurrente debe impugnar idóneamente los argumentos que respaldan el fallo y explicar en base a los presupuestos del pronunciamiento, en qué ha consistido la infracción que le atribuye, cuál es su influencia en el dispositivo y cómo y porqué éste debe variar. La crítica referida debe ser completa, pues si omite referirse a elementos esgrimidos en el resolutorio que sean capaces de sustentarlo, el recurso será improcedente (cfr. DE LA RÚA, Fernando, El Recurso de Casación, Bs. As. 1968, Editor Víctor P. de Zavalía, pág. 464).

Tales exigencias procuran comprender acabadamente  el pensamiento impugnatorio y, según corresponda, aceptar o rechazar las objeciones formuladas (conf. doctrina de esta Sala Contencioso Administrativa sentada en: “Pedernera...” Auto Nro. 44/1993, “Linares...” Auto Nro. 57/1993, “Tolosa...” Auto Nro. 6/1995, entre muchos).

En suma, es un requisito de insoslayable cumplimiento para quien invoca un vicio in iudicando o in procedendo, la completa y acabada impugnación del pronunciamiento que ataca, en función del principio de especificidad que gobierna a los recursos extraordinarios.

9.- Con esa proyección y a fin de analizar la viabilidad de la crítica impugnativa, es importante realizar un repaso de lo acontecido en la causa.
a) Mediante la Resolución Número 3287 de fecha veinte de diciembre de dos mil diez, la demandada dispuso notificar a la actora que debía formular su descargo por encontrarse presuntamente incursa en la infracción de incumplimiento de los parámetros de calidad física del agua provista por la planta Suquía II (fols. 114/121vta., Expte. Adm. N° 0521-033299/2010).
b) El día catorce de enero de dos mil once, la actora presentó su descargo alegando hecho fortuito en los términos del artículo 10.3 del Contrato de Concesión (fols. 135/148, ib.).
c) Por medio de la Resolución Número 085 de fecha veintiséis de enero de dos mil once, el ERSeP resolvió imponer a la actora una multa por incumplimiento en los parámetros de calidad del agua potable previstos contractualmente en el punto 10.5.2 inciso e) (fols. 240/246vta., ib.).
d) El día tres de febrero de dos mil once, Aguas Cordobesas interpuso recurso de reconsideración en contra de la referida resolución (fols. 251/267, ib.).
e) Mediante la Resolución Número 0634 del día veintitrés de marzo de dos mil once, se rechazó el recurso de reconsideración (fols. 330/338, ib.).
f) El catorce de abril de dos mil once, Aguas Cordobesas interpuso recurso de alzada en contra de la mentada denegatoria (fols. 1/13 del fol. único 360, ib.), impugnación que no ha sido sustanciada hasta el presente (fols. 23/24 del fol. único 360 y 361/368, ib.).

g) Con fecha trece de mayo de dos mil once, se interpuso la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción (fs. 6/22).

h) Oportunamente, el Fiscal de Cámara Contencioso administrativa, sostuvo que la demanda integraba la competencia del Tribunal (Dictamen N° 381, del 02 de agosto de 2011, fs. 219 y vta.).
i) El veinticinco de junio de dos mil doce, la demandada opuso excepción de incompetencia, con sustento en que Aguas Cordobesas había interpuesto  recurso de alzada respecto de los mismos actos administrativos cuestionados en estas actuaciones (fs. 232/235).
j) Con fecha veintisiete de julio de dos mil doce, la actora contestó el traslado alegando que por haber transcurrido más de quince meses sin que el ERSeP hubiera resuelto conceder el recurso de alzada, había decidido correr traslado de la demanda, lo que implicó de hecho el desistimiento del referido recurso por no tratarse de un recurso obligatorio. Asimismo añadió que para despejar cualquier duda -a todo evento- había desistido expresamente del recurso de alzada, mediante nota del veinticuatro de julio de dos mil doce (fol. 363, expte. adm.  cit.), con lo cual la cuestión devino abstracta (fs. 239/241vta.).
k) Al tiempo de emitir opinión, el Fiscal de Cámara Contencioso Administrativa expresó que la excepción de incompetencia debía ser admitida por resultar la demanda extemporánea por prematura (Dictamen N° 320 del 07 de agosto de 2012, fs. 244/245).
l) Mediante el Auto Número Ciento nueve del día diecisiete de abril de dos mil trece -recurrido en esta instancia- la Cámara a quo resolvió hacer lugar a la excepción de incompetencia planteada por considerar que, si bien el recurso de alzada es opcional, el administrado no puede volver sobre sus propios actos y desistir de su impugnación, sino que debe concluir con la queja necesaria a los fines de agotar la vía administrativa, pues de lo contrario se estaría frente a dos vías de impugnación simultáneas. Concluyó que, consecuentemente, el acto impugnado no causaba estado, porque no era resolución última y, consecuentemente, la acción incoada resultaba extemporánea por prematura (fs. 281/288vta.).
10.- El repaso detenido de las actuaciones y la confrontación entre los argumentos expuestos por la Juzgadora y los reproches opuestos al fallo por la recurrente, conducen a adelantar un criterio favorable a la procedencia de la censura intentada, pues, como se denuncia, el marco de las normas aplicables y las circunstancias particulares de la causa no permiten calificar a la acción contencioso administrativa como extemporánea por prematura.

Como se ha sostenido de manera constante en la jurisprudencia de los Tribunales del Fuero -reiterada por esta Sala- la materia contencioso administrativa se configura sólo en presencia de resoluciones dictadas en ejercicio de la función administrativa por autoridades con facultad para decidir en última instancia y que resuelvan o hayan tenido oportunidad de resolver sobre el fondo de la cuestión o derecho vulnerado, según se trate de acto denegatorio expreso o presunto (T.S.J., Auto Nro. 12/1982 "Sodicor...", Auto Nro. 166/1982 "Suc. R. Tato...", entre otros), o que la denegatoria formal del recurso emanada de dicha autoridad no haya quedado consentida al impugnar fundadamente el recurrente los concretos motivos aducidos para ello por la Administración (T.S.J., Auto Nro. 212/1982 "Bustos de Sabena ...", Auto Nro. 210/1984 "Empr. Grau y Cerrito...", Auto Nro. 145/1985 "Banco Hipotec. Nacional...", Auto Nro.  350/1986 "Coop. Agropec. ...", entre otros) y que la demanda haya sido incoada en tiempo propio, en definitiva, que la resolución impugnada y objeto del proceso "cause estado", esto es que presente la "... posibilidad de ser recurrida por la vía contencioso-administrativa; si desaparece la posibilidad de la interposición del recurso contra la resolución administrativa, sea por consentimiento o vencimiento del término, ésta se transforma en decisión administrativa firme..." (FIORINI, B. A. ¿Qué es el Contencioso?, Buenos  Aires, 1965, págs. 216/217), conceptos que han sido ratificados por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182, aplicable al sub lite.
A la luz de estos conceptos y en función de las circunstancias objetivas de la causa, le asiste razón a la recurrente en cuanto atribuye al pronunciamiento haber incurrido en un error al interpretar la cuestión debatida, frente a las normas en juego.

11.- La conclusión anticipada se justifica a tenor de lo establecido en las normas aplicables al caso sub examine.

En efecto, el artículo 33 de la Ley 8835 dispone que “Las resoluciones de ERSeP causan estado y entiéndese que agotan la vía administrativa, sin necesidad de recurso alguno, pudiendo ser materia de acción contencioso administrativa en los plazos y con los procedimientos fijados en la ley 7182 o en el cuerpo legal de la materia que la sustituya”.
Por su parte, el artículo 16 de la Resolución General del ERSeP Número 2 de fecha veintinueve de mayo de dos mil uno, prescribe en su segundo párrafo que: “Sin óbice, las partes podrán optar por interponer el recurso administrativo de reconsideración, en cuyo supuesto el agotamiento de la vía administrativa y el plazo para interponer la acción judicial, serán deferidos a la resolución del recurso. El ERSeP resolverá el recurso dentro de los diez (10) días hábiles administrativos”.
De lo expuesto se infiere que dictada la mentada Resolución Número 0634 de fecha veintitrés de marzo de dos mil once que rechazó el recurso de reconsideración, la actora estaba legalmente autorizada para deducir la correspondiente demanda contencioso administrativa, máxime cuando su interposición se produjo con fecha trece de mayo de dos mil once (fs. 6/22), es decir, dentro del plazo de treinta días hábiles judiciales previsto en el artículo 8 de la Ley 7182.

En definitiva, de conformidad con lo normado en las disposiciones que regulan las impugnaciones de los actos administrativos del ERSeP, la demanda fue interpuesta en término y contra un acto respecto del cual se agotaron los recursos que prevé el procedimiento para obtener una decisión de autoridad con facultad para resolver en última instancia, que resultó denegatoria de lo solicitado por la actora.

12.- No revierte esta conclusión, la denuncia de la demandada invocando un errado agotamiento de la vía administrativa, por encontrarse pendiente de resolución el recurso de alzada interpuesto en contra de los mismos actos atacados en autos (fs. 232vta.).
Por el contrario, se exhibe correcto el proceder de la actora que al comparecer ante la Cámara a quo y luego de reconocer que dedujo recurso de queja, señala que ocurre motivada “...por un principio de prudencia a iniciar la presente demanda ante el riesgo de que se considere que el plazo previsto por el art. 8 de la Ley 7182 se computa a partir de la notificación del rechazo del recurso de reconsideración…” (fs. 6vta.). 

El propio Fiscal de Cámara admite que, ante el rechazo del recurso de reconsideración, la accionante podía -dentro del plazo fijado por el artículo 8 de la Ley 7182- acceder al control judicial (fs. 244vta.), de modo que no merece reproche alguno el proceder de la Empresa que oportunamente interpuso su demanda.

  Asimismo, es dable señalar que como expresa la actora al contestar el traslado de la excepción planteada por la demandada “…la notificación de la demanda importó la decisión de mi representada de desistir el recurso de alzada interpuesto, el cual por otro lado … no resultaba obligatorio…”  (fs. 241). 
13.- De todo lo expuesto se infiere el acierto de las objeciones planteadas por la casacionista.

En efecto, desde antigua data, esta Sala ha entendido que los entes descentralizados pueden estar en juicio contencioso administrativo “… si el ‘régimen especial’ que lo regula, contuviera una norma expresa que otorgara a sus resoluciones carácter ‘definitivo’, es decir, el carácter de actos dictados por una autoridad ‘con facultad para decidir en última instancia’ (art. 1 del C. de P.C.A.) e impugnables, consecuentemente, por vía contencioso-administrativa…” (Sent. Nro. 30/1976 “Coinco…”), doctrina que ha sido ratificada por la jurisprudencia de este Tribunal en vigencia de la Ley 7182, aplicable al sublite (Sent. Nro. 69/2012 “Palacios…”).

Los artículos 33 de la Ley 8835 y 16 de la Resolución General Número 2 -normas de trámite posteriores a la Ley de Procedimientos Administrativos- regulan de manera especial el agotamiento de la vía en los casos de procedimientos ante el ERSeP, estableciendo deliberadamente y con buen criterio, que el administrado puede interponer recurso de reconsideración antes de iniciar una acción judicial, en cuyo caso, los plazos de interposición de la demanda quedan diferidos en el tiempo hasta su resolución, en atención a la naturaleza singular de los derechos en juego.

El acierto de tal criterio, encuentra su fundamento en que el recurso de reconsideración debe interponerse ante la autoridad de la que emanó el acto, procurando que dicha autoridad conozca inmediata y directamente la oposición jurídica del administrado (Auto Nro. 203/2011 “Gómez…”).

Su objeto no es sólo evitar el efecto sorpresa, sino en esencia, responsabilizar al órgano superior que en definitiva es el primer responsable de las consecuencias ulteriores y quien puede evitar la revisión judicial haciendo lugar al recurso cuando corresponda, ejercitando un verdadero control de juridicidad, o fundar mejor los actos denegatorios susceptibles de control jurisdiccional, pues en principio el custodio máximo de la organización administrativa o su nivel inmediato inferior, debe tener la posibilidad de evitar el pleito o, al menos, tener conocimiento de su interposición (De mi autoría, "La materia contencioso administrativa en Córdoba", en: Revista de Derecho Público - Proceso Administrativo 1 - 2003-1, Rubinzal Culzoni, Sta. Fe, 2003, págs. 108 y ss.).

Este sistema presupone también que el agotamiento de la vía administrativa no comporte un tortuoso camino para el administrado ni para la Administración, por lo que prevé sólo uno (cuando la decisión emana de la máxima autoridad competente para decidir) o, a lo sumo, dos recursos obligatorios (cuando sea dictado por otra autoridad), según corresponda (Auto Nro. 51/2008 “Accorsi…”, Sent. Nro. 121/2009 “Carrera…”).

En idéntico marco conceptual se ha señalado también que la indicación legal de la autoridad de la que emanó el acto cobra relevancia en el recurso de reconsideración, singularmente el primero de los recursos administrativos, en la mayoría de las ocasiones el único, el de más breve plazo de interposición y, asimismo, el único que provoca el autocontrol, la reconsideración en la misma esfera subjetiva de la que emanó el acto en ejercicio de la administración activa.  Este conocimiento pronto y directo es útil a la autoridad para varios efectos: autocorrección, evaluación de la gestión de su propia competencia y decisión de la oportunidad de la actividad administrativa ejecutoria de los efectos de los actos impugnados (Sents. Nros. 23/2006 “Calligaris…”, 67/2006 “Abratte…”, 7/2008 “Cárpena…”, 48/2008 “Arri…”, 136/2008 Robbiati, 145/2008 “Chiesa...”).

14.- Así pues, la Cámara a quo no debió soslayar la trascendencia jurídica del procedimiento especial establecido en la Ley 8835 y la Resolución General Número 2 -dictada en virtud de las atribuciones conferidas al ERSeP en el artículo 25 inciso k) de la misma ley- con relación al general previsto en los artículos 77, 84 y 86 de la Ley 6658.
En el contexto era menester atender a las normas especiales mencionadas para tener por agotada correctamente la vía administrativa y no a la general, Ley 6658.
En la labor de interpretación de las normas aludidas y para precisar cómo se propuso, la correcta delimitación en autos, es necesario tener presente la regla de hermenéutica fijada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según la cual corresponde "... indagar el verdadero sentido y alcance de las leyes mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, teniendo en cuenta su conexión con las demás normas que integran el ordenamiento jurídico vigente" (Fallos 314:1849), toda vez que tratándose de regulaciones especiales "... la norma primera de interpretación a su respecto es la de atenerse a sus propias disposiciones en todo cuanto se halle fundamentalmente contemplado en ellas..." (Fallos 212:64).

15.- Por otra parte, es dable recordar que el artículo 17 de la Resolución General Número 2 establece que: “Es de aplicación supletoria a este reglamento el régimen contenido en la Ley de Procedimiento Administrativo”.

Este mecanismo de supletoriedad expresamente consagrado que se observa generalmente en leyes de contenido especializados con relación a leyes de contenido general -como en este caso- debe entenderse que resulta aplicable en los supuestos no contemplados ante posibles omisiones o para la interpretación de sus disposiciones, es decir que determina las fuentes a las cuales se acudirá para deducir sus principios y subsanar sus omisiones.
En razón de que la supletoriedad se aplica sólo para completar una omisión en la ley o para interpretar sus disposiciones de forma que se integre con principios generales contenidos en otras leyes, opera cuando una figura jurídica no se encuentra regulada en forma clara y precisa, resultando necesario acudir a otra norma para determinar sus particularidades.

La integración que propone la norma especial para resolver todo lo no previsto en ella, produce en el caso concreto un margen de duda razonable, ya que la Ley 8835 complementada por la Resolución General Número 2 acotan el agotamiento de la vía al recurso de reconsideración a diferencia de la Ley de Procedimientos Administrativos (N° 6658).
Ello así, atento la postura asumida por la misma demandada, quien a pesar de su opinión en contrario, concedió en el mismo expediente administrativo traído como prueba a esta causa otro recurso de alzada para que no termine “… redundando en perjuicio de los usuarios” debido a que la Fiscalía de Estado con anterioridad se había expedido a favor de la admisibilidad en sus Dictámenes Números 263/2006, 534/2009 y 562/2009 (considerandos de la Resolución N° 778 del 30 de marzo de 2011, fols. 339/343vta., Expte. N° 0521-033299/2010).
En consecuencia, asiste razón a la recurrente en cuanto a la interpretación correcta para el acceso a la jurisdicción, pues la circunstancia apuntada bien pudo generar en la justiciable una duda razonable en cuanto a las diversas normativas que rigen la "causación de estado" en los procedimientos para la sustanciación y resolución de los trámites administrativos originados con motivo de la prestación de los servicios públicos bajo control y regulación del ERSeP, que necesariamente debe resolverse del modo más favorable a la garantía del derecho a la tutela administrativa y judicial efectiva.

La solución dada, atendiendo en primer lugar a la especialidad de la norma por sobre la Ley de Trámite Administrativo, en modo alguno procura reemplazar el texto de la ley excediendo los márgenes de la función jurisdiccional, menos aún se intenta subvertir su espíritu sino que sólo se trata de lograr coherencia para que el accionar administrativo desarrolle el razonamiento de la ley (Sent. 36/2012 “Possi…”).
16.- Cabe agregar, que la solución para el caso, también encuentra sustento en una renovada inferencia lógica de los pronunciamientos de la Corte Suprema y de nuestro ordenamiento público local y federal, de habilitar la instancia del control judicial, en conjunción con los principios pro homine y pro actione, que consisten en brindar la mayor garantía a los derechos humanos y promover la interpretación más favorable al ejercicio del derecho de acción, es decir, asegurar, en lo posible, más allá de las dificultades de índole formal, una decisión sobre el fondo de la cuestión objeto del procedimiento (Sent. Nro. 91/2007 "Aime…").
Ello es así, en virtud del carácter operativo que cualifica al principio de instrumentalidad, del cual -como ya se ha sostenido en pacífica jurisprudencia de esta Sala- se deriva la exigencia de interpretar el procedimiento administrativo no como un fin en sí mismo, sino como un instrumento o cauce para alcanzar un fin. Lo que importa en el tratamiento del procedimiento -por tanto- es la finalidad perseguida, es decir, el bien general y la protección de las situaciones jurídico-subjetivas de los administrados (Sent. Nro. 64/2006 "Chalub…").

Efectivamente, la ponderación de los valores jurídicos superiores involucrados en el acto de promoción de la revisión judicial de la legalidad de la actividad administrativa, proyecta desde su vértice una solución para esta causa, en la que sin quebrantar la configuración legal de las formas esenciales del procedimiento administrativo y del proceso contencioso administrativo, se concilien dos valores: el adecuado equilibrio entre la atenuación del principio del informalismo en la fase de las impugnaciones administrativas con las exigencias formales previstas como esenciales y el principio pro actione ya mencionado.

A lo anterior, debe añadirse que con el expreso desistimiento (fol. 363, Expte. N° 0521-033299/2010) se evitó la existencia de dos vías de impugnación simultánea y por ende la eventual posibilidad resoluciones contradictorias en las sedes administrativa y judicial.
17.- Las reflexiones expuestas brindan sustento a la procedencia de la censura y eximen de mayores consideraciones en torno al resto de los agravios desarrollados por la recurrente.
18.- En definitiva, procede hacer lugar al recurso de casación interpuesto, casar el decisorio dictado por la Cámara a quo mediante el cual se hizo lugar a la excepción de incompetencia opuesta por la demandada y, consecuentemente, sin necesidad de reenvío (art. 390, C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13, C.P.C.A.),  declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa, por los mismos fundamentos expresados para hacer lugar al recurso.
19.- En cuanto a las costas de ambas instancias resulta equitativo imponerlas por su orden atento lo novedoso de la cuestión y las razones institucionales que subyacen en la interpretación sistemática de los textos normativos involucrados en el caso concreto (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
Así voto.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:
Adhiero al voto del Señor Vocal preopinante, quien a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión.
A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA, DIJO:
Considero que las razones dadas por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin deciden correctamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, compartiendo sus fundamentos y conclusiones, voto en igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:
Corresponde: I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora (fs. 290/296) en contra del Auto Número Ciento nueve, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el diecisiete de abril de dos mil trece (fs. 281/288vta.) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento.
II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada (fs. 232/235) y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.
III) Imponer las costas por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Sergio Mario Muzi -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..
Así voto.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR CARLOS FRANCISCO GARCÍA ALLOCCO, DIJO:
Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal de primer voto, por lo que adhiero a la misma en un todo, pronunciándome en consecuencia, de igual forma.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR SEBASTIÁN LÓPEZ PEÑA DIJO:
El Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesin da, a mi juicio, las razones necesarias que deciden acertadamente la presente cuestión. Por ello adhiero a su voto, expidiéndome en igual sentido.
Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, por unanimidad,

RESUELVE:
I) Hacer lugar al recurso de casación interpuesto por la actora (fs. 290/296) en contra del Auto Número Ciento nueve, dictado por la Cámara Contencioso Administrativa de Segunda Nominación el diecisiete de abril de dos mil trece (fs. 281/288vta.) y, en consecuencia, casar dicho pronunciamiento.
II) No hacer lugar a la excepción de incompetencia del Tribunal opuesta por la demandada (fs. 232/235) y declarar que la presente causa corresponde a la jurisdicción contencioso administrativa.

III) Imponer las costas por el orden causado (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182).
IV) Disponer que los honorarios profesionales del Doctor Sergio Mario Muzi -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal //RRESPONDE: A los autos caratulados: "AGUAS CORDOBESAS S.A. C/ ENTE REGULADOR DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS (ERSEP) - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. Nº 1446240).
a quo, si correspondiere (arts. 1 y 26, Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..

Protocolizar, dar copia y bajar.-
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